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 TOCA 21/2020
EXP. 925/2018-2 Y ACUMULADO 950/2018-1 

	RECURSO DE APELACIÓN: *********/2020/SS

	JUICIO CONTENCIOSO: *********/2018/2 Y ACUMULADO *********/2018/1.


	ACTORES: *********(*********/2018/2)*********Y*********(*********/2018/2).*********

	AUTORIDAD DEMANDADA: DIRECCIÓN DE GESTIÓN AMBIENTAL DE LA SECRETARIA DE ECOLOGÍA Y GESTIÓN AMBIENTAL.
TERCERO INTERESADA: *********
MAGISTRADO: CLAUDIO ALBERTO ALVARADO BARRAGÁN.

SECRETARIA: TERESA DE JESÚS MOLINA AGUIÑAGA.


San Luis Potosí, San Luis Potosí, cuatro de agosto de dos mil veintidós. 

V I S T O S para resolver los autos del toca *********/2020/SS, formado con motivo de la interposición del recurso de apelación presentado el dos de julio de dos mil veinte por *********, en su carácter de Directora de gestión Ambiental de la Secretaría de Ecología y Gestión Ambiental, en la Oficialía de Partes de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, en contra de la resolución de veinticinco de febrero de dos mil veinte, pronunciada por la Segunda Sala Unitaria de este Tribunal en el juicio contencioso administrativo estatal número *********/2018/2 y su acumulado *********/2018/1; turnado a ésta Sala Superior el siete siguiente, mediante el oficio TEJA/2SU/*********/2020/SA, signado por el entonces Magistrado de la Segunda Sala Unitaria; y,

R E S U L T A N D O

I.- La resolución materia de apelación, concluyó con los siguientes puntos resolutivos:

“PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, es competente para conocer y resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- Se declara la ilegalidad e invalidez del acto impugnado consistente en la autorización en materia de impacto ambiental contenida en el oficio ********* emitido el 13 de junio de 2018 respecto al proyecto denominado *********, San Luis Potosí, S.L.P., en favor de la aquí Tercero ********* de acuerdo con las consideraciones, fundamentos y motivos, así como para los efectos expuestos en el Considerando Séptimo de la Presente Sentencia.
TERCERO.- Con copia certificada de la presente resolución, infórmese  al Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil y Administrativa del Noveno Circuito sobre el cumplimiento de la Ejecutoria de Amparo Directo Administrativo número *********/2019.
CUARTO.- Notifíquese personalmente a la Parte Actora y a la persona moral Tercero; y por oficio a las Autoridades Demandadas.”
II.- Inconforme con la referida determinación, *********, en su carácter de Directora de Gestión Ambiental de la Secretaría de Ecología y Gestión Ambiental, interpuso recurso de apelación, por escrito presentado el dos de julio de dos mil veinte, en la Oficialía de Partes de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa y recibido en esta Sala Superior el siete siguiente; atendiendo a que por auto de seis de julio de dos mil veinte, con fundamento en el artículo 152, último párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado
, el entonces Magistrado de la Segunda Sala Unitaria, ordenó remitir a esta Sala Superior la apelación y copias simples de algunas partes del expediente *********2018/2, toda vez que refirió que los autos originales habían sido remitidos mediante el oficio *********, de once de marzo de dos mil veinte, a la oficina de correspondencia común de los Tribunales Colegiados en Materias Civil y Administrativa, derivado del juicio de amparo directo promovido por ********* tercero interesada en el juicio, en contra de la sentencia de veinticinco de febrero de dos mil veinte.
III.- Por acuerdo de diez de julio de dos mil veinte
, se admitió a trámite el recurso de apelación, planteado por *********, en su carácter de Directora de gestión Ambiental de la Secretaría de Ecología y Gestión Ambiental; así mismo, se ordenó notificar y dar vista con copia del escrito de cuenta a parte actora *********y a la tercero interesada*********para que en el término de tres días hábiles manifestaran lo que a su derecho conviniere.

IV.- En auto de seis de agosto de dos mil veinte
 se recibieron escritos firmados por el Ingeniero*********representante legal de*********y por*********, por propio derecho y*********en su carácter de representante legal de*********, mediante los cuales desahogaron la vista otorgada a la parte actora y tercero interesada en el acuerdo de admisión, respecto al recurso de apelación planteado por la autoridad demandada; y con fundamento en lo dispuesto por el último párrafo del artículo 154 del Código Procesal Administrativo vigente en el Estado
, se citó para resolver el presente recurso de apelación.
V.- Por auto de catorce de diciembre de dos mil veintiuno
, se dio cuenta con el acuerdo de Pleno de este Tribunal de trece de diciembre de dos mil veintiuno, en el cual se adscribió como titular de la Sala Superior al Magistrado Claudio Alberto Alvarado Barragán, por lo que se ordenó notificar dicha designación a las partes
 para los efectos legales conducentes.

VI.- Visto el estado procesal de autos, en acuerdo de cuatro de mayo de dos mil veintidós
, se requirió a la Segunda Sala Unitaria la remisión de las constancias totales que integran el juicio contencioso administrativo *********/2018/2 y su acumulado *********/2018/1, para poder resolver lo conducente en el presente asunto; mismas que fueron remitidas en copia certificada el catorce de junio del año actual, mediante oficio SA-0384/2022.
CONSIDERANDO

PRIMERO. Competencia. Esta Sala Superior Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, es competente para conocer de los recursos de apelación en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 9 fracción II y 23 fracción V, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí y 152 último párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; en virtud de que se reclama una sentencia definitiva pronunciada por una Sala Unitaria de este Tribunal.
SEGUNDO. Materia de la Apelación. A efecto de establecer como se integra la Litis en segunda instancia, es necesario insertar el texto de los artículos 152, 153 y 156, todos del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí.

“ARTÍCULO 152. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos: 

I. Sea de cuantía que exceda de mil quinientas veces el valor diario de la UMA al momento de la emisión de la resolución o sentencia; 

II. Sea de importancia y trascendencia cuando la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso; 

III. Sea una resolución dictada por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales, y sus organismos descentralizados en ingreso s estatales y municipales, siempre que el asunto se refiera a: 

a) Interpretación de normas generales con motivo de su aplicación. 

b) La determinación del alcance de los elementos esenciales de las contribuciones. 

c) Competencia de la autoridad que haya dictado u ordenado la resolución impugnada o tramitado el procedimiento del que deriva o al ejercicio de las facultades de comprobación. 

d) Violaciones procesales durante el juicio que afecten las defensas del recurrente y trasciendan al sentido del fallo, y 

IV. Sea una resolución dictada con motivo de las reclamaciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de San Luis Potosí. 

Tratándose de resoluciones en materia de responsabilidades administrativas se estará a lo dispuesto en su propia ley. 

El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”
“ARTÍCULO 153. El recurso de apelación se promoverá mediante escrito, dentro de los quince días hábiles siguientes a aquél en que surta sus efectos la notificación de la resolución que se recurre. 

En el escrito deberán formularse los agravios que consideren las partes se les hayan causado, exhibiéndose una copia del mismo para el expediente y una para cada una de las partes.”
“ARTÍCULO 156. El recurso de apelación tendrá por objeto revocar, modificar o confirmar la sentencia emitida por la Sala Unitaria de que se trate. 

A la vista de los agravios expresados por el recurrente, la sentencia de apelación revisará si se observó lo establecido en los artículos, 249 y 250 de este Código
. 

Si se acreditan violaciones cometidas durante el procedimiento de juicio que hayan dejado sin defensa al recurrente y trasciendan al sentido de la sentencia, se revocará ésta y se mandará reponer el procedimiento.
Sólo se tomarán en consideración las pruebas que se hubiesen ofrecido en el juicio respectivo, salvo que no se haya tenido la oportunidad procesal para rendirlas. 

Se suplirá la deficiencia de los agravios del particular apelante, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados. 

En el caso de ser revocada la sentencia o de que su modificación así lo disponga, cuando el recurrente sea el servidor público, se ordenará se le restituya de inmediato en el goce de sus derechos, sin perjuicio de lo que establecen otras leyes. 

Se exceptúan del párrafo anterior, los casos previstos en el apartado B, fracción XIII, del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.”
Ahora bien, de la interpretación de los preceptos legales transcritos, se determina que la litis en segunda instancia se integra con la resolución definitiva, emitida por alguna Sala Unitaria, según sea el caso y con los agravios expresados por el apelante.

Por ende, la apelación resulta un recurso ordinario y vertical a través del cual una de las partes o ambas, solicitan a la Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, un nuevo examen sobre la resolución definitiva dictada por alguna Sala Unitaria; la cual tiene por objeto confirmar, revocar o modificar la resolución de primera instancia, impugnada en los puntos relativos a los agravios vertidos por el recurrente, en los cuales se combatan las consideraciones que sustenten la resolución apelada, para demostrar la ilegalidad, cuya declaración pretende; y por consiguiente la Sala de segunda instancia revoque o modifique el fallo apelado, cuando no se observe lo establecido en los artículos 249 y 250 del Código aplicable, o existan violaciones cometidas durante el procedimiento del juicio, que hayan dejado sin defensa al recurrente y trascienda al sentido de la sentencia.

En ese sentido, cuando el particular sea el apelante, se podrá suplir la deficiencia de los agravios, por disposición expresa del normativo 156
, párrafo quinto del Código Procesal aplicable, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados; sin embargo, cuando la autoridad demandada figure como recurrente, ésta deberá formular los agravios que le genere la sentencia de primera instancia, en virtud de que la institución de la suplencia de la queja prevista por la legislación de la materia, no opera en favor de esta parte procesal. 

Además, este límite se traduce en el respeto a la igualdad y el equilibrio procesal que debe haber entre los contendientes, en términos del principio de justicia imparcial que deriva del derecho de acceso a la justicia.
Orienta lo anterior, por los motivos que se invocan, el contenido de la tesis 1ª. IX/2011 sustentada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena época, Tomo XXXIII, de febrero de dos mil once, materia civil, página seiscientos siete, de rubro siguiente: “AGRAVIOS EN LA APELACIÓN. EL TRIBUNAL DE ALZADA PUEDE CALIFICARLOS DE INFUNDADOS O INOPERANTES PARA SOSTENER LA RESOLUCIÓN EN LA QUE CONFIRME LA SENTENCIA RECURRIDA.”
TERCERO.- Legitimación
. El recurso de apelación fue interpuesto por parte legítima, ya que se trata de *********, en su carácter de Directora de Gestión Ambiental de la Secretaría de Ecología y Gestión Ambiental del Estado,*********personalidad que le fue reconocida en el juicio de origen, en el auto de contestación de demanda de trece de febrero de dos mil diecinueve
, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 220 del Código Procesal Administrativo de este Estado
.

CUARTO. Oportunidad. El recurso de apelación fue presentado dentro del plazo de quince días que para tal efecto señala el primer párrafo del artículo 153 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí
, toda vez que la sentencia recurrida le fue notificada a la autoridad demandada y recurrente el veintiocho de febrero de dos mil veinte (según se advierte de la constancia de notificación que se ubica en la foja 816 de las copias certificadas del expediente de origen), por lo que dicha notificación surtió efectos el dos de marzo siguiente, de manera que el plazo de interposición transcurrió del tres de marzo al siete de julio de dos mil veinte; en ese lapso no deben contar el veintinueve de febrero, uno, siete, ocho, catorce y quince de marzo, cuatro y cinco de julio de dos mil veinte, debido a que fueron sábados y domingos; así como el nueve de marzo de dos mil veinte al haber sido declarado inhábil pero laborable por acuerdo de Pleno del Tribunal y el dieciséis del mismo mes y año por ser día inhábil por Ley; además, del diecinueve de marzo al treinta de junio de dos mil veinte, por encontrarse suspendidas las actividades Jurisdiccionales de este Tribunal con motivo de la contingencia sanitaria derivada del virus Sars cov-2 COVID-19, esto de conformidad con los acuerdos de Pleno de fechas diecisiete de marzo, quince y veintinueve de abril, veintiocho de mayo y once de junio de dos mil veinte, publicados en el Periódico Oficial del Estado de San Luis Potosí; por lo que si el recurso de apelación se presentó el dos de julio de dos mil veinte, se interpuso con la debida oportunidad.
QUINTO. Procedencia. Ahora bien, previo a entrar al estudio de los motivos de agravio expresados por el apelante, se analizará si el recurso en cuestión cumple con el requisito de procedencia, por ser de una cuestión de orden público y análisis preferente, ya que es un aspecto que conforme a la estructura procesal del recurso exige ser dilucidado preliminarmente al tema de fondo debatido, por lo que ésta Sala procede a realizar un análisis oficioso.
Como se explicará a continuación, ésta Sala Superior estima que el recurso de apelación interpuesto por *********, en su carácter de Directora de Gestión Ambiental de la Secretaría de Ecología y Gestión Ambiental del Estado, es procedente, por las siguientes consideraciones. 

Marco normativo.

En el artículo 152 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que se transcribe a continuación, se determinan los casos en que las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, son apelables:

“ARTÍCULO 152. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos:

I. Sea de cuantía que exceda de mil quinientas veces el valor diario de la UMA al momento de la emisión de la resolución o sentencia;

II. Sea de importancia y trascendencia cuando la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso;

III. Sea una resolución dictada por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales, y sus organismos descentralizados en ingresos estatales y municipales, siempre que el asunto se refiera a:

a) Interpretación de normas generales con motivo de su aplicación.

b) La determinación del alcance de los elementos esenciales de las contribuciones.

c) Competencia de la autoridad que haya dictado u ordenado la resolución impugnada o tramitado el procedimiento del que deriva o al ejercicio de las facultades de comprobación.

d) Violaciones procesales durante el juicio que afecten las defensas del recurrente y trasciendan al sentido del fallo, y 

IV. Sea una resolución dictada con motivo de las reclamaciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de San Luis Potosí.

Tratándose de resoluciones en materia de responsabilidades administrativas se estará a lo dispuesto en su propia ley.

El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”

Del precepto legal que antecede, se desprende que la procedencia del recurso de apelación, dada su naturaleza explicada en el considerando segundo de este fallo, está sujeta a cuatro supuestos que contempla la norma; a saber, cuando la cuantía exceda de mil quinientas veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización, al momento de la emisión de la sentencia; cuando el asunto por sus características especiales se considere de importancia y trascendencia, para los casos en que la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso; en contra de resoluciones dictadas por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales y sus organismos descentralizados en ingresos estatales y municipales, siempre y cuando se refiera a interpretación de normas generales, competencia y violaciones procesales; resoluciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y las previstas en la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado.

En este sentido, con la finalidad de obtener un panorama jurídico del asunto de que se trata, es procedente destacar que el acto impugnado en el juicio de origen consistió en:

“La renovación, prórroga y/o refrendo de la autorización en materia de impacto ambiental contenida en el oficio *********emitido el 13 de junio de 2018 respecto al proyecto denominado *********, San Luis Potosí, S.L.P. que fue autorizado mediante el oficio *********de fecha26 de marzo de 2014 otorgado por la Secretaría de Ecología y Gestión Ambiental a favor de la empresa ********* registrado con el número de expediente *********.”

De lo anterior se advierte, que al ser dicho juicio de cuantía indeterminada, su procedencia debe ser estudiada, de conformidad con lo dispuesto en la fracción II, del normativo 152 en mención.

La fracción II, del artículo 152 del Código Procesal adjetivo en comento, emplea las expresiones "importancia" y "trascendencia", referidas a los requisitos de procedencia que deben satisfacer los asuntos, cuyas sentencias pueden ser apeladas ante esta Sala Superior, los que deben examinarse, previamente al estudio del fondo del negocio, es decir, si los tópicos referidos se han justificado en conjunto, pues de no satisfacerse tales requisitos el recurso es improcedente.
De la exégesis del precepto 152, fracción II, trascrito se advierte que contiene las expresiones "importancia" y "trascendencia", referidas como requisito sine qua non, para la procedencia del recurso de apelación, que deben satisfacer los asuntos de cuantía inferior a la establecida en la fracción I del normativo en cita (1500 veces el valor diario de la UMA) ó cuando estos sean de cuantía indeterminada, tópicos que deben examinarse, previamente al estudio del fondo del negocio, es decir, si la parte recurrente razonó los requisitos en comento y si el asunto per se reviste dichas características.

Al respecto, la autoridad recurrente en su escrito de apelación en el capítulo que denomino “PROCEDENCIA DE LA APELACIÓN”, sostiene que se actualiza el supuesto previsto en el artículo 152, fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por los siguientes motivos (foja 9 a 13 del toca de apelación):
“(…)
PROCEDENCIA DEL RECURSO DE APELACIÓN
Es procedente el presente recurso de apelación con fundamento en los siguientes artículos del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí:
“ARTÍCULO 152. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos:

…

II. Sea de importancia y trascendencia cuando la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso;

(Énfasis añadido)

ARTÍCULO 249. Las sentencias que emitan las Salas, deberán de contener:

I. La fijación clara y precisa de los puntos controvertidos, la exposición de las razones por las que, en su caso, se haga uso de la facultad para suplir la deficiencia de la queja, así como el examen y valoración de las pruebas que se hayan rendido;

II. La exposición debidamente fundada y motivada de las consideraciones en que se basa la resolución, y

III. Los puntos resolutivos, los que expresarán los actos o resoluciones cuya validez se reconozca o cuya nulidad se declare.”

La importancia y trascendencia del presente asunto se sustenta en las siguientes consideraciones de hecho y derecho:

La secretaria de Ecología y Gestión Ambiental como parte integrante de la administración centralizada del Poder Ejecutivo del Estado conforme a los artículos 3°, fracción I, inciso a), 17, 18, 31, fracción IX, y 39, fracciones I y II de la Ley Orgánica de la Administración Publica del Estado de San Luis Potosí, tiene entre otras funciones el de formular, conducir y evaluar la política ambiental, así como evaluar el impacto ambiental de las obras o actividades en el Estado y expedir las autorizaciones correspondientes cuya solicitud se le presenten por los particulares y entidades de gobierno, a fin de asegurar que, con pleno respeto al medio ambiente y sin afectar la ecología, se generen las inversiones dentro del Estado de San Luis Potosí que lo han mantenido como referente en la República Mexicana en la promoción de inversiones y como uno de los principales impulsores del empleo. Luego entonces es de importancia el velar porque se respete el aspecto técnico de sus resoluciones como lo es la prórroga de una manifestación de impacto ambiental emitida a través de una dependencia toda vez que los permisos que otorga con aval de sus áreas específicas que tienen la experiencia no puede ser dejada sin efecto por parte de la Segunda Sala Unitaria con base en la simple afirmación, sin sustento y sin prueba alguna, de que las obras autorizadas causan afectación a la salud de los promoventes ********* y *********; y resulta de trascendencia porque las consecuencias de mantener la legalidad de sus resoluciones redunda en que nos encontremos en un real estado de derecho, que otorga certeza a los particulares que acuden a las autoridades a solicitar la autorización de sus inversiones.

A fin de destacar la importancia de este asunto, y por lo mismo la procedencia de la apelación, como se puede advertir de la primera autorización contenida en el oficio *********del 26 de marzo de 2014, que obra en el procedimiento contencioso 2503/2015/1 que se tramitó ante la entonces Sala Colegiada de este Tribunal, “hecho notorio”, de la cual deriva la prórroga de esta Dirección a mi cargo mediante el oficio No. ********* emitido el 13 de junio de 2018 que es motivo de los juicios de nulidad *********/2018/2y su acumulado *********/2018/1, la misma ha sido firmada por tres funcionarios, el entonces Titular de la Secretaría, por el Director de Normatividad y con la opinión del área Técnica, de lo que tenemos que tanto el Secretario como el área jurídica y el área técnica han elaborado un análisis de todos los documentos que componen la solicitud, y han dictaminado con base en toda la documentación, en el tipo de obras que se edificarán, en la maquinaria que se instalará y en su proceso de hidratación controlado, que el proyecto de la planta denominada ********* no generará afectaciones a la salud de los habitantes del Municipio de San Luis Potosí en su construcción y operación; de manera que si ése dictamen técnico contenido en la Manifestación de Impacto Ambiental firmado por los tres funcionarios mencionados no ha sido desvirtuado técnica y jurídicamente dentro de los procedimientos contenciosos acumulados con ninguna prueba idónea, como lo es la prueba pericial, según lo ha decretado el mismo Magistrado de la Segunda Sala del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa dentro del proceso contencioso administrativo *********/2017/2, en la sentencia del 27 de agosto del año 2018, en la página 40, tercer párrafo, en la que indica: "sobre el particular se debe señalar además que por tratarse de cuestiones técnicas todas ellas, era necesario el ofrecimiento y desahogo de las pruebas periciales relativas; sin embargo, la parte Actora no ofreció prueba pericial alguna, por lo cual no probó sus argumentaciones” lo que es un "hecho notorio” para esta Sala

Superior, no puede ahora, esta misma Segunda Sala, con base en una simple afirmación de los actores de los juicios contenciosos administrativos *********/2018/2 y su acumulado *********/2018/1, desdecirse, y realizar un análisis solamente sobre los elementos del acto administrativo y pronunciarse en una supuesta ilegalidad, afectando la presunción de legalidad que tienen todos los actos administrativos, cuando lo que debería es de pronunciarse en el sentido de que en tratándose de una Licencia o Manifestación de Impacto Ambiental, los juicios son improcedentes porque: no se ha destruido la presunción de legalidad de los actos administrativos de la SEGAM; no se ha ofrecido prueba idónea, ni siquiera indiciaría, que acredite las afectaciones a la salud y al medio ambiente que sostienen los demandantes, por lo que la autorización de la Manifestación de

Impacto Ambiental del proyecto *********debe decretarse legal; y la licencia origina! de la que deriva la prórroga del año 2018 motivo de los juicios acumulados no ha sido impugnada por los actores, y por ello la prórroga deriva de un acto consentido. De ahí la importancia de este recurso de apelación; mientras que la trascendencia se refiere a la calidad de lo que importa, por las consecuencias que puede tener que cualquier particular impugne con argumentos falaces y sin pruebas idóneas los actos de la Administración Estatal como puede ser la autorización de la SEGE de los permisos a quienes impartan educación del nivel básico o medio superior, los permisos de la

SEDUVOP para las obras públicas de carreteras o calles, las manifestaciones de impacto ambiental de la SEGAM para nuevas empresas, etc., lo que trastocaría con el despacho de los asuntos que competen al Poder Ejecutivo del Estado, y afectarán irremediablemente la marcha de la administración pública.
Los juicios contenciosos de nulidad *********/2018/2y su acumulado *********/2018/1, instaurados en contra de la prórroga son improcedentes porque los actores no han ofrecido y desahogado ninguna prueba que demuestre, en contra de lo dictaminado por esta Secretaría, que afecta su derecho a un medio ambiente o trastoca algún aspecto ecológico. De manera que la importancia reside en la certeza que tienen los particulares que deciden hacer inversiones dentro del territorio del Estado de San Luis Potosí, de que una Secretaría que tiene como función por el legislador en la cuestión Ecológica y de Medio Ambiente en el Estado, haciendo el análisis de la solicitud que presentan y de todos los documentos que la conforman, sea autorizada su operación con la firma del Titular de la SEGAM, con la firma del encargado de! área Jurídica y con el encargado de! área Técnica, y unos simples vecinos con afirmaciones genéricas de que ese proyecto afecta su salud, y sin ofrecer ni desahogar una sola prueba dentro de los procedimientos contenciosos, se resuelva la nulidad por considerar una insuficiente fundamentación y motivación, sin que se haya ofrecido ni desahogado una sola prueba, ni de manera indiciaría, de que la prórroga en el año 2018, del primer permiso otorgado en el año 2014, afecten la salud específica de los actores, cuando la MIA es en sí mismo un dictamen, contenido en un documento público, expedido por un funcionario, en ejercicio y con motivo de sus funciones, que dictamina que el proyecto, la construcción y operación cumpliendo con las condicionantes establecidas, aseguran el respeto al medio ambiente, y no afectan ningún ecosistema ambiental, de manera que no pueden simples afirmaciones gratuitas de los particulares vecinos de un proyecto de inversión privada en el Estado, destruir la validez de un dictamen, y al no considerarlo así el Magistrado a quo, está sustituyéndose a esta Secretaría, lo que el mismo reconoce en su sentencia motivo de apelación, que no debe de hacer, por no ser la jurisdicción de este Tribunal el motivo de revisar aspectos técnicos; y porque si tuviese duda sobre los aspectos técnicos, lo mismo que instruye a esta Dirección a mi cargo de que haga las consultas y me faculta, lo puede haber realizado el mismo Magistrado Segundo Unitario, y de ahí la importancia y trascendencia de esta apelación, toda vez que la manifestación de impacto ambiental número ********* que esta Secretaría de Ecología y Gestión Ambiental emitió en fecha 26 de marzo de 2014, otorgó a la empresa un derecho al autorizarle y condicionarle en materia de impacto ambiental la construcción y operación de la Planta de Hidratación, misma que registra en el expediente de impacto ambiental, una inversión de la empresa ********* de ********* pesos, además de registrar un avance de construcción de un 90%.

Dicho lo anterior se acredita plenamente la importancia y trascendencia del presente asunto, toda vez que la nulidad de la autorización de la manifestación de impacto ambiental vulnera los derechos adquiridos por la empresa y la inversión existente.
En apoyo a lo anteriormente señalado, invoco la siguiente jurisprudencia por analogía y que es del tenor siguiente:
“RECURSO DE APELACION. ACREDITAMIENTO DE LA IMPORTANCIA Y TRASCENDENCIA. Atendiendo a su acepción gramatical, reúne la característica de “Importancia”, de acuerdo a la Real Academia Española lo que contiene la calidad de "conveniente o interesante o de mucha entidad o consecuencia” y de trascendencia, lo que tiene "consecuencia de índole grave o muy importante”. Así, en relación a lo anterior ha coincidido la Suprema Corte de Justicia de la Nación, destacando, además, en cuanto a la importancia, que se debe atender al asunto considerado en sí mismo, esto es en cuanto a argumentos que no pueden convenir a la mayoría o totalidad de los asuntos. De tal manera, cuando el artículo 245, fracción II, del Código Fiscal de la Federación, se refiere a la "importancia y trascendencia” acreditada, es contundente que la autoridad apelante no sólo debe exponer que se dan estas características en un asunto para que se le tengan por configuradas, sino que debe exponer los argumentos con los cuales se denote que precisamente el asunto de que se trata tiene la calidad de excepcional, por su entidad o consecuencia, o sea que es importante, así como que puede traer resultados de índole grave, es decir, que es trascendente; sin embargo, es de aclarar que si la apelante expone razones relativas o tendientes a demostrar la ilegalidad de las consideraciones en que se basó la sentencia recurrida para determinar que unas cédulas de liquidación no se encontraban debidamente fundadas y motivadas, es decir, si se refiere al fondo de la cuestión en controversia, entonces es de concluir que tales manifestaciones de manera alguna pueden servir para demostrar o acreditar los citados aspectos de importancia y trascendencia, toda vez que razones de ese tipo (relativas al fondo del asunto), pueden ser planteadas en un sinnúmero de asuntos y, por lo tanto, con ellas no acredita la importancia y trascendencia del asunto individualmente considerado. (1)

Recurso de Apelación No. 100(A)-l-321/96/11574/1668/95- Resuelto por la Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Fiscal de la Federación, en sesión de 14 de enero de 1997, por mayoría de 3 votos a favor y 2 en contra. Magistrado Ponente: Luis Malpica de Lamadrid.- Secretaria: Lie. Rosanna E. de la Peña Adame.

(Tesis aprobada en sesión privada del 21 de febrero de 1997)

R.T.F.F. Tercera Época. X. No. 114. junio 1997. p. 103
(…)”

En ese contexto, esta Sala Superior estima que el recurso intentado resulta procedente en atención a que en esencia, como lo hace valer la autoridad recurrente el asunto reviste importancia y trascendencia y se actualiza el supuesto de la fracción II, del artículo 152, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en tanto que a juicio de quien aquí resuelve es importante puesto que la resolución recurrida conformara un precedente para este órgano jurisdiccional en la materia de autorizaciones de impacto ambiental que emite la Secretaria de Ecología y Gestión Ambiental, cuyo análisis puede derivar en la conformación de criterio que regirá para las subsecuentes resoluciones del Tribunal; por otra parte, la trascendencia recae en la excepcionalidad del presente caso, ya que sin duda cualquier actividad relacionada al cuidado y preservación del medio ambiente es de interés público de los ciudadanos que residen en el municipio de San Luis Potosí, por lo cual los efectos del asunto no sólo se circunscriben a la esfera de derechos de los actores y la empresa tercero interesada.

SEXTO. Principio de economía procesal. Atento al principio de economía procesal no se transcribirán las consideraciones rectoras del sentido de la sentencia recurrida, ni los conceptos de agravio expresados por el apelante al no existir disposición legal alguna que establezca tal exigencia, además, los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias se satisfacen cuando se precisan los puntos sujetos a debate, derivados del escrito de agravios los cuales se estudian y se les da respuesta, misma que debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. 
Lo expuesto encuentra su apoyo en la Jurisprudencia emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con registro 164618, Novena Época, Tesis: 2a./J. 58/2010, Tomo XXXI, Mayo de 2010, página 830 que reza:
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

También cobra aplicación la tesis del Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia del Apéndice 2000, Novena Época de rubro y contenido siguientes:
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.- El hecho de que el juez federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente, para demostrar.

SÉPTIMO.- Antecedentes. Para una mejor ilustración, procede realizar una síntesis de las actuaciones judiciales que integran este asunto.

a). Por escrito presentado el veintiuno de noviembre de dos mil dieciocho, ante la Oficialía de Partes del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, ********* por su propio derecho y como apoderado de la persona moral “********* demandó de la Dirección de Gestión Ambiental de la Secretaría de Ecología y Gestión Ambiental del Estado, el siguiente acto: 
“La renovación, prórroga y/o refrendo de la autorización en materia de impacto ambiental contenida en el oficio *********emitido el 13 de junio de 2018 respecto al proyecto denominado *********, San Luis Potosí, S.L.P. que fue autorizado mediante el oficio *********de fecha26 de marzo de 2014 otorgado por la Secretaría de Ecología y Gestión Ambiental a favor de la empresa ********* registrado con el número de expediente *********.”
b). Mediante auto de veintiséis de noviembre de dos mil dieciocho
, la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa admitió a trámite la demanda de referencia, ordenando emplazar a la autoridad demandada y a la tercero interesada *********.
c). En acuerdo de cinco de diciembre de dos mil dieciocho, la Segunda Sala, recibió oficio de la Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, mediante el cual le informó que oficiosamente había dado inicio al trámite de incidente de acumulación de autos del expediente *********/2018/2 y el diverso Juicio Contencioso Administrativo *********/2018/1, por ser en ambos casos el mismo acto impugnado; dictándose la sentencia incidental respectiva, el catorce de diciembre de dos mil dieciocho
, en la que se determinó procedente la acumulación de los autos del expediente *********/2018/1 al *********/2018/2.
d). Seguido el juicio en todas sus fases, de conformidad con lo establecido en el artículo 245 del Código de la materia, el doce de abril de dos mil dieciocho, se desahogó la audiencia de ley y se citó para resolver en definitiva.
e). Mediante sentencia de diecisiete de mayo de dos mil diecinueve, se determinó el sobreseimiento del juicio por falta de interés jurídico y legítimo de la parta actora, contra dicha decisión la accionante promovió demanda de amparo directo, formándose el juicio de garantías *********/2019 del índice del Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil y Administrativa del Noveno Circuito, mismo que fue resuelto el veintitrés de enero de dos mil veinte, en el que se otorgó el amparo y protección de la Justicia de la Unión a la parte actora, allá quejosa. 
f). En contra de la ejecutoria de amparo mencionada en el párrafo anterior, la tercero interesada *********, promovió recurso de revisión, el cual mediante proveído de once de marzo de dos mil veinte, dictado en el amparo directo en revisión *********/2020, el Presidente del Máximo Tribunal del País, desechó y determinó su archivo.

g). En acatamiento a la ejecutoria de veintitrés de enero de dos mil veinte, dictada en el juicio de amparo directo *********/2019 del índice del Tribunal Colegiado en cita, la Segunda Sala Unitaria dictó nueva sentencia el veinticinco de febrero de dos mil veinte, en la cual determinó la ilegalidad e invalidez del acto impugnado, para los efectos de que la autoridad demandada emitiera una nueva resolución con libertad de jurisdicción, en la que atendiera a lo resuelto ahí, fundando y motivando de manera suficiente y adecuada, además de apegarse al principio de exhaustividad y congruencia de los actos administrativos, facultándola para que requiriera la información necesaria y realizara los trámites indispensables para poder resolver la solicitud formulada por la tercero interesada; determinación que constituye la materia de impugnación en este recurso de apelación promovido por la autoridad demandada Dirección de Gestión Ambiental de la Secretaría de Ecología y Gestión Ambiental del Estado.

h). Así mismo, en contra de la resolución de veinticinco de febrero de dos mil veinte dictada por la Segunda Sala Unitaria de este Tribunal, la tercero interesada *********, promovió juicio de amparo directo, el dos de marzo del dos mil veinte, formándose el juicio de garantías *********/2020 del índice del Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil y Administrativa del Noveno Circuito, el cual fue admitido en acuerdo de veinticuatro de mayo de dos mil veintidós.
i). Finalmente, mediante auto de dos de marzo de dos mil veintidós, el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil y Administrativa del Noveno Circuito, determinó cumplida la ejecutoria dictada en el juicio de amparo directo administrativo *********/2019 y ordenó su archivo; quedando firme la sentencia emitida por la Segunda Sala Unitaria el veinticinco de febrero de dos mil veinte, materia del presente recurso de apelación.
OCTAVO. Estudio. Los agravios que hace valer la autoridad recurrente, son inoperantes; por ende, insuficientes para revocar o modificar el fallo impugnado.

En la sentencia impugnada, el entonces Magistrado de la Segunda Sala Unitaria determinó que la Litis se entabló en relación a la legalidad o ilegalidad de la renovación, prórroga y/o refrendo de la autorización en materia de impacto ambiental contenida en el oficio ********* de fecha trece de junio de dos mil dieciocho, otorgado por la Secretaría de Ecología y Gestión Ambiental a favor de la empresa tercero interesada “*********”.

Expresó que lo argumentado por la parte actora resultaba esencialmente fundado, pues la autoridad demandada no realizó un análisis debidamente fundado y motivado sobre el cumplimiento de la condicionante identificada con el número 5.10, del acto impugnado, es decir de la resolución de fecha trece de junio de dos mil dieciocho, emitida por la Secretaría de Ecología y Gestión Ambiental, ya que únicamente se limitó a señalar que se dio cumplimiento a todas las condicionantes impuestas previamente, entonces la referida determinación adquiría carácter dogmático, al carecer de todo sustento, en lo que a dicha condicionante se refiere, y al omitir el estudio de la documental presentada para dar cumplimiento de la condicionante consistente en la licencia de uso de suelo con número de registro *********, folio *********, y dejar de atender a diversos aspectos, entre ellos lo señalado por la actora en el sentido de que la documental que presentó la empresa para dar cumplimiento a esa condicionante no era apta para acreditar tal fin.

Que de conformidad con los dispuesto en el artículo 5°, fracciones II y III de la Ley de Procedimientos Administrativos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, (ordenamiento aplicable al caso pues el procedimiento del que emana la resolución impugnada se inició durante su vigencia), el acto administrativo debe estar debidamente fundado y motivado, ser expedido de manera congruente a lo solicitado, y resolver todos los puntos propuestos por el interesado y previstos en las normas; por lo que ante la ausencia de pronunciamiento expreso y del análisis respectivo, se traducía en una indebida fundamentación y motivación de la resolución impugnada, pues, si bien en lo general contenía la expresión de razonamientos y la cita de disposiciones legales, también lo era, que no se expresaron los fundamentos y motivos que dan sustento a dar por cumplida la condicionante 5.10, de la determinación antes indicada. 
Entonces, señaló que ante la indebida fundamentación y motivación, así como la falta de exhaustividad del acto impugnado referido, le impedía pronunciarse respecto a lo argumentado por la actora, pues no había materia sobre la cual pronunciarse más allá de la ausencia de estudio destacada, ya que de hacerlo sustituiría a la Secretaría de Ecología y Gestión Ambiental en el ejercicio de sus atribuciones legalmente conferidas, puesto que el Tribunal como órgano de control de legalidad no podía sustituir a la autoridad en el ejercicio de sus atribuciones, pero que, sin embargo resultaba importante hacer precisiones de utilidad para el eventual pronunciamiento que llegase a emitir la autoridad demandada.
Que si bien, la Secretaría de Ecología de mérito no está facultada para establecer la legalidad de la licencia de uso de suelo, por cuenta propia estaba compelida a analizar, si la obra o actividad objeto de la Evaluación de Impacto Ambiental solicitada, era acorde a las diversas disposiciones aplicables, en específico el Plan del Centro de Población Estratégico de San Luis Potosí, Soledad de Graciano Sánchez, pues dicha obligación se la impone el artículo 47, fracción III, del Reglamento de la Ley Ambiental del Estado de San Luis Potosí en Materia de Evaluación de Impacto Ambiental y Riesgo
.
Que además, la autoridad emisora del acto realizó un estudio deficiente de  las condicionantes señaladas como 5.1 numerales 3, 4, 5, 9, 11, 12, 13, 14, 17, 20, 22, 24; 5.3, 5.5, 5.6, 5.8, 5.9, 5.11, 5.15, 5.17, y 5.20; ya que se limitó a hacer una mera relatoría de lo establecido en el acta de verificación de cumplimiento de las condicionantes, empero, sin establecer de manera fundada y motivada, porqué a su juicio, estaban cumplidas todas y cada una de las condicionantes, lo que arrojó como consecuencia, que la determinación concretada en la resolución impugnada, se considere dogmática.
Por lo que, la Sala de origen concluyó que se actualizaba la causa de ilegalidad prevista en el artículo 250, fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, el cual trata del incumplimiento de requisitos formales del acto administrativo, ante la falta de fundamentación y motivación, así como exhaustividad y congruencia; en consecuencia, decreto su nulidad para los efectos de que la autoridad demandada emitiera una nueva resolución en la que atendiendo a lo determinado en esa sentencia fundara y motivara de manera suficiente y adecuada, y además se apegara al principio de exhaustividad y congruencia de los actos administrativos, la solicitud que le fue formulada por la tercero interesada *********, con  libertad de jurisdicción.
Los anteriores razonamientos conllevaron al A quo a declarar la ilegalidad e invalidez de la resolución consistente en el oficio ********* de fecha trece de junio de dos mil dieciocho, otorgado por la Secretaría de Ecología y Gestión Ambiental y a fin de restituir al accionante en el goce de sus derechos, con base en el numeral 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, ordenó a la autoridad demandada, Secretaria de Ecología y Gestión Ambiental por conducto de la Dirección de Gestión Ambiental, emitiera una nueva resolución con libertad de jurisdicción, en la que atendiera a lo resuelto ahí, fundando y motivando de manera suficiente y adecuada, además de apegarse al principio de exhaustividad y congruencia de los actos administrativos.

No obstante lo anterior, se debe puntualizar que el Resolutor de origen a pesar de determinar lo anterior, llevó a cabo el análisis de diversos conceptos de impugnación hechos valer por la actora *********y de la contestación de los mismos realizados por la enjuiciada, los cuales a juicio de quien aquí resuelve, resulta ocioso su análisis, al no ser parte fundamental de la determinación adoptada por la Segunda Sala Unitaria en la resolución apelada.
En contra de dicha determinación, la autoridad recurrente, esgrime en esencia los siguientes agravios:
a. Que le causa agravio la falta de exhaustividad y congruencia de la sentencia recurrida, al no haber sido analizado y valorado el Considerado marcado con el número II, inciso 3 de la autorización de la Manifestación de Impacto Ambiental, expedida mediante el oficio ********* de fecha trece de junio de dos mil dieciocho, en el cual se efectúo un análisis congruente de la condicionante 5.10, considerando y estableciendo con toda claridad que la copia certificada de la licencia de construcción con número de registro *********, folio: *********, misma que a su vez contiene la licencia de alineamiento, número oficial y la licencia de uso de suelo, fue considerada y calificada como prueba plena, ante la premisa de que dicho documento fue emitido por el Ayuntamiento de San Luis Potosí, autoridad competente y facultada para ello, por lo que en consecuencia el acto administrativo emitido fue realizado en estricto apego al procedimiento legal.

b. Que la sentencia que se recurre es incongruente, porque refirió que en la parte considerativa de la manifestación de impacto ambiental no se efectúo el análisis del cumplimiento de la condicionante 5.10, aun cuando se le tuvo a la empresa ********* por presentada la copia certificada de la licencia de uso de suelo, y dada su naturaleza hizo prueba plena.
c. Que carece de exhaustividad, porque no se efectuó el examen detallado de todas las cuestiones o puntos litigiosos; es decir, dicho principio implica la obligación del juzgador de decidir las controversias que se sometan a su conocimiento, tomando en cuenta los argumentos aducidos tanto en la demanda como en aquellos en los que se sustenta la contestación y demás pretensiones hechas valer oportunamente en el juicio, de tal forma que, se condene o absuelva al demandado, resolviendo sobre todos y cada uno de los puntos litigiosos que hubieran sido materia del debate.
d. Que la referida licencia de uso de suelo es un acto administrativo, que deriva de las facultades que le fueron conferidas a la autoridad municipal, y que por ser éste un documento público hace prueba plena, y máxime vinculándolo con los instrumentos de planeación y ordenamiento territorial regulados, vigilados y expedidos por el Ayuntamiento de la Capital, a través de la Dirección de Administración y Desarrollo Urbano, de conformidad con los artículos 3, 72 y 74 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
e. Además, refiere que dicha licencia de uso de suelo, fue declarada nula en el juicio *********/2017/2, del índice de la Segunda Sala Unitaria de este Tribunal, en el que dicha autoridad no formó parte, por lo que la validez de esa licencia esta subjudice, en virtud de que la tercero interesada *********, interpuso juicio de amparo directo en contra de dicha sentencia, y que hasta en tanto no se resuelva dicho amparo para la Secretaría de Ecología y Gestión Ambiental, seguirá surtiendo todos sus efectos legales a favor de la empresa tercero interesada, por lo que en la resolución impugnada se tuvo por satisfecha la condicionante 5.10, relativa a la licencia de uso de suelo, en la inteligencia de que la misma se consideró vigente.
f. Que se cumplió con lo señalado por el precepto127 de la Ley Ambiental del Estado de San Luis Potosí, ya que la empresa exhibió la licencia de uso de suelo emitida por la autoridad competente, por lo que la Secretaria de Ecología y Gestión Ambiental para otorgar la prórroga de la Manifestación de Impacto Ambiental, se apoyó en dicho documento, en el cual sostiene, ya habían sido analizados entre otras cosas los programas de desarrollo urbano municipal.
g. Que esa autoridad no formó parte de los juicios relativos a la nulidad de la licencia de uso de suelo, los cuales se resolvieron en este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa radicados bajo los números de expedientes *********/2016/2, *********/2016/3, *********/2016/2, *********/2017/1, *********/2017/3 y *********/2017/2, motivo por el cual desconoce a detalle cómo se resolvieron, cuáles fueron sus efectos y como transcienden estos en el juicio que nos ocupa; que tiene conocimiento que la empresa tercera interesada formuló solicitud de renovación de la licencia en trato, ante la autoridad municipal competente, y que al estar esta pendiente de resolución, los efectos que genera el derecho a su renovación son que la misma continúe surtiendo sus efectos mientras tanto la autoridad competente no se pronuncie sobre ella.
h. Que el Magistrado A quo afirmó que la Secretaría de Ecología y Gestión Ambiental no realizó un análisis ni pronunciamiento respecto a lo que dispone el artículo 47 fracción III, del Reglamento de la Ley Ambiental, siendo que el uso de suelo y la autorización de impacto ambiental son dos situaciones diversas que se regulan y tutelan por dos autoridades distintas, pues la primera de las señaladas le corresponde al Municipio; y por otro lado, la autorización de impacto ambiental que tiene por objeto verificar que las empresas y los negocios que lo soliciten cumplan con las obligaciones para el cuidado del medio ambiente establecidas en la Ley Ambiental del Estado y en su reglamento. 
i. Que el ejercicio de las facultades para autorizar, negar, controlar y vigilar la autorización del suelo, así como de otorgar licencias y permisos para construcción dentro de su territorio, corresponde única y exclusivamente al Municipio dentro de su ámbito territorial.
j. Que contrario a lo establecido en la resolución impugnada sí realizó un análisis sobre cada uno de los incisos del artículo 47 fracción III, del Reglamento de la Ley Ambiental del Estado de San Luis Potosí, en Materia de Evaluación de Impacto Ambiental y Riesgo y su cumplimiento, información que dice obra en el expediente ********* relativo a la solicitud de Manifestación de Impacto Ambiental.
k. Se duele que la Segunda Sala Unitaria incumpliera con el principio de congruencia y exhaustividad, toda vez que únicamente se pronunció respecto a los argumentos y pruebas ofrecidas por los promoventes del juicio de nulidad y no respecto de los argumentados propuestos por su representada en los oficios con los cuales se dio contestación a la demanda de nulidad, se ofrecieron pruebas y se alegó.
l. .Que además, el Resolutor transgredió el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación con el diverso artículo 249, fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, ya que no fundó ni motivó la resolución que se combate, al omitir el análisis jurídico en el que sustentó para determinar que la Secretaría de Ecología y Gestión Ambiental, no examinó correctamente las obligaciones y condicionantes señaladas en la autorización de impacto ambiental.
m. Que la sentencia que se combate no se encuentra debidamente fundada y motivada, toda vez que no se dio cumplimiento a lo señalado por el artículo 5, fracciones I y II de la Ley de Procedimientos Administrativos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, al omitir especificar de qué manera la Secretaria de Ecología y Gestión Ambiental infringió el ídem 249 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
n. Que el afirma la Segunda Sala Unitaria que no se expresaron los fundamentos y motivos que dan sustento a dar por cumplida la condicionante 5.10, carece de sustento jurídico, porque dentro del resolutivo del acto impugnado se expresaron debidamente los motivos y fundamentos jurídicos para dar por cumplida dicha condicionante.
o. Reitera, que no se valoró lo señalado por dicha autoridad en los escritos de contestación de la demanda y alegatos, para efecto de emitir su resolución en estricto apego a los principios de exhaustividad, y legalidad (fundamentación y de motivación).
p. Que el Magistrado de la Segunda Sala no estudió la excepción que se hizo valer en el escrito de contestación a la demanda, la cual consistió en considerar que la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa el siete de mayo de dos mil dieciocho, dentro del expediente *********/2015/1, emitió sentencia, en la que declaró la ilegalidad e invalidez del acto administrativo, consistente en el oficio No. ********* ********* emitido el veintiséis de noviembre del dos mil quince, dentro del expediente ********* *********, por la Secretaría de Ecología y Gestión Ambiental, del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, en la que se determinó la no procedencia de la renovación de la autorización en materia de impacto ambiental, a favor de la tercero interesada, decretando su nulidad parcial para los siguientes efectos: “1. Realice por escrito al actor la prevención, para el cumplimiento del condicionante número 5.10, determinada mediante oficio número ********* de fecha 26 de marzo de 2014, conforme a las consideraciones expuestas en la presente sentencia. 2. Con libelad de jurisdicción emita una nueva resolución en la que tome en consideración lo solicitado mediante escrito de fecha 14 de mayo de 2014 presentado por la promovente, en relación a la reconsideración de la condicionante 5.10 por las razones que se precisan.”
q. Por lo que el oficio ********* de trece de junio de dos mil dieciocho (acto impugnado en el presente juicio), a través del cual dicha autoridad determina renovar, prorrogar o refrendar la autorización en materia de impacto ambiental del proyecto, fue emitido en cumplimiento de la señalada sentencia dictada por la Primera Sala Unitaria, a través de la cual se resolvió el diverso juicio contencioso administrativo *********/2015/1, misma que no fue controvertida por las partes, por lo que consintieron lo resuelto ahí, circunstancia que, afirma, actualiza la cosa juzgada al existir identidad en las cosas, las causas y las personas.
r. En ese tenor, señala que para que se actualice la figura jurídica en comento resultan necesarios los siguientes supuestos: “La existencia de una sentencia ejecutoriada; La existencia de un proceso posterior; La existencia de una relación sustancial de interdependencia respecto al objeto sobre el cual versan tales juicios; La sujeción de las partes a la obligatoriedad de la sentencia firme del primer juicio, Y Que en dicha sentencia se emita un criterio de fondo preciso, claro e indudable sobre alguno de los presupuestos lógicos sobre los que versa el nuevo juicio.”
s. Por lo que en el caso, afirma se actualizaron dichos supuestos, pues en la sentencia dictada en el referido juicio *********/2015/1, se pronunció sobre el fondo de los agravios propuestos por los ahora promoventes, es por ello que refiere existe un impedimento legal para analizar nuevamente un mismo asunto donde concurran los supuestos referidos, ya que de hacerse se infringiría lo dispuesto por el artículo 409, en relación con los diversos 410 y 411, fracción II, del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de San Luis Potosí, de aplicación supletoria al Código Procesal Administrativo para el Estado.
t. Que le irroga agravio la resolución apelada, porque el a quo valoró incorrectamente las pruebas que ofrecieron los actores, mismas que no fueron las idóneas para acreditar su dicho, dado que solamente se limitaron a realizar una serie de manifestaciones con las cuales no acreditaron fehacientemente que la obra ubicada en la Carretera *********, en el municipio de San Luis Potosí, San Luis Potosí, ha ocasionado o que indubitablemente puede generar un daño al medio ambiente, así como a los vecinos del fraccionamiento *********
u. Que la Segunda Sala Unitaria no otorgó el debido valor probatorio al acta de verificación de nueve de junio de dos mil dieciocho, ya que los promoventes no desvirtuaron los hechos asentados ahí, por lo que tiene pleno valor probatorio en términos de lo dispuesto por el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 
v. Que entonces, sí la resolución impugnada tiene su origen en los hechos asentados en el acta de verificación señalada, les correspondía a los promoventes desvirtuar la misma, lo cual no ocurrió en la especie; por ende, refiere debe prevaler la legalidad de la resolución impugnada, toda vez que la parte actora no desvirtuó los hechos que se imputaron en dicha visita, en la cual se constató el cumplimiento de las condicionantes aplicables a la etapa de construcción señaladas en el punto 5.1 numerales 3, 4, 5, 9, 11, 12, 13, 14, 17, 20, 22 y 24; 5.3; 5.5; 5.6; 5.8; 5.9; 5.11; 5.15; 5.17 y 5.20, así como a la condicionante 5.1 numerales 6, 7, 26, 27, 28, 29 y 31; 5.13 y 5.14 las cuales son aplicables a la etapa de operación, de la Manifestación de Impacto Ambiental de la empresa *********.”, lo cual refiere, se puede corroborar con un cuadro sinóptico que inserta a su escrito de apelación
, el cual contiene las medidas de mitigación y lo establecido en el acta circunstanciada levantada en acatamiento del oficio No. *********.
w. Que sin sustento alguno, la Sala de origen restó valor probatorio al acta de verificación de nueve de junio de dos mil dieciocho, documental que fue revisada y sujeta al análisis técnico y legal del personal de la Secretaría de Ecología y Gestión Ambiental, por lo que fue suficiente para resolver la manifestación de impacto ambiental, en atención a toda la evidencia recabada en campo y a las pruebas documentales que fueron revisadas y sujetas al análisis técnico y legal de personal capacitado para ello, apegándose a los requisitos del acto administrativo y cumpliendo con los requisitos de motivación y fundamentación.
x. Por último refiere que el A quo debió atender a todas las cuestiones señaladas en su escrito de contestación de demanda, además de advertir que si en los autos del juicio no se contaba con los medios de convicción necesarios y suficientes estaba obligado a requerirlos a las partes, ya que todo juzgador tiene la potestad legal de allegarse oficiosamente de los elementos de convicción que estime necesarios para conocer la verdad sobre los puntos litigiosos que deberá dirimir en la sentencia, de conformidad con el artículo 55 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 
Por cuestión de método, este Tribunal de Alzada procede a analizar en primer término los agravios
 identificados con las letras p, q, r y s, en donde el apelante sostiene que la Sala de origen soslayo en estudiar la excepción que hizo valer en su escrito de contestación de demanda, consistente en que la resolución impugnada se emitió en cumplimiento de la sentencia dictada por la Primera Sala Unitaria, a través de la cual se resolvió el juicio contencioso administrativo *********/2015/1, por lo que se actualizaba la cosa juzgada.

Dichos agravios son inoperantes, al ser una reiteración de los argumentos que expresó el apelante al contestar su demanda, mismos que ya fueron contestados en la sentencia recurrida y que también fueron planteados por la tercero interesada, siendo que la Segunda Sala Unitaria consideró que no se actualizaba la cosa juzgada, pues en atención al contenido de los autos del juicio contencioso administrativo *********/2015, los cuales refirió que tuvo a la vista al momento de emitir la sentencia recurrida, advirtió, que no hubo una determinación sobre el cumplimiento de las condicionantes previamente establecidas a *********.

Si no que, la inconformidad fue en relación a la negativa de la renovación de la Autorización de Impacto Ambiental por incumplimiento de la condicionante 5.10 de la resolución de fecha trece de junio de dos mil dieciocho emitida por la Secretaría de Ecología y Gestión Ambiental del Estado, sin atender a una instancia de reconsideración presentada por la empresa tercero interesada, en cuanto a que se le requería presentar un documento de diversa autoridad a la competente para emitir la licencia de uso del suelo que resultaba ser la Dirección de Administración y Desarrollo Urbano, entonces la Primera Sala Unitaria declaró la ilegalidad del acto impugnado, y ordenó a la Secretaría de Ecología y Gestión Ambiental que se realizara a la tercero interesada, una prevención sobre el cumplimiento de la referida condicionante 5.10, y tomando en consideración la instancia de reconsideración presentada, se emitiera una nueva resolución con libertad de jurisdicción, por lo que concluyó que no había cosa juzgada sobre el cumplimiento de dicha condicionante, y ninguna de las diversas condicionantes impuestas a *********, para otorgar la Evaluación de Impacto Ambiental.
Entonces, se advierte claramente que la recurrente no combate de manera íntegra las consideraciones en que se apoyó la Segunda Sala Unitaria, luego como esos argumentos no son más que un mero intento de llevar sustancia a la revisión en esta alzada, sin que exista discusión sobre las consideraciones torales que motivaron para no tener por configurada la cosa juzgada, por ende es inconcuso la calificación que se otorga a dichos disensos.
Cobra aplicación, la jurisprudencia 1a./J. 85/2008, aprobada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, del tenor siguiente:
“AGRAVIOS INOPERANTES EN LA REVISIÓN. SON AQUELLOS QUE SÓLO PROFUNDIZAN O ABUNDAN EN LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN, SIN COMBATIR LAS CONSIDERACIONES DE LA SENTENCIA RECURRIDA. Esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha señalado reiteradamente que una de las modalidades de la inoperancia de los agravios radica en la repetición de los argumentos vertidos en los conceptos de violación. Al respecto, conviene aclarar que si bien una mera repetición, o incluso un abundamiento en las razones referidas en los conceptos de violación, pueden originar la inoperancia, para que ello esté justificado es menester que con dicha repetición o abundamiento no se combatan las consideraciones de la sentencia del juez de distrito. Este matiz es necesario porque puede darse el caso de que el quejoso insista en sus razones y las presente de tal modo que supongan una genuina contradicción de los argumentos del fallo. En tal hipótesis la autoridad revisora tendría que advertir una argumentación del juez de amparo poco sólida que pudiera derrotarse con un perfeccionamiento de los argumentos planteados ab initio en la demanda. Sin embargo, también puede suceder que la repetición o abundamiento de los conceptos de violación no sea más que un mero intento de llevar sustancia a la revisión, siendo que las razones sostenidas tanto en los conceptos de violación como en los agravios ya fueron plenamente respondidas por el juzgador. En estos casos, la autoridad revisora debe cerciorarse de que el fallo recurrido presenta una argumentación completa que ha contestado adecuadamente todos los planteamientos de la demanda de amparo, tanto en lo cualitativo como en lo cuantitativo, para estar en aptitud de declarar la inoperancia de los agravios al concluir que aun cuando el recurrente intenta abundar o profundizar sus conceptos de violación, con ello no combate la ratio decidendi del fallo recurrido”
.

Así como también, el emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Segundo Circuito, cuyos rubro y texto son los siguientes:
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. RESULTAN INOPERANTES SI SON UNA REPETICIÓN DE LOS AGRAVIOS EN LA APELACIÓN. Si los conceptos de violación son una reiteración, casi literal de los agravios invocados por el hoy quejoso en el recurso de apelación ante la Sala responsable, ya que sólo difieren en el señalamiento del órgano que emitió la sentencia, pues en los agravios se habla del Juez de primer grado o Juez a quo y en los conceptos de violación de los Magistrados o de la Sala o autoridad ad quem; entonces, debe concluirse que los denominados conceptos de violación son inoperantes por no combatir las consideraciones de la responsable al resolver tal recurso, que es el objetivo de los conceptos de violación en el amparo directo civil”.

Por otra parte, la recurrente en los agravios identificados con las letras a, b, d, e, f, g, h, i y j alega cuestiones atinentes a defender la legalidad y el valor que le dio a la licencia de uso de suelo que exhibió la tercero interesada *********, y con la cual tuvo por cumplida la condicionante 5.10 en la evaluación de impacto ambiental de fecha trece de junio de dos mil dieciocho emitida por la Secretaría de Ecología y Gestión Ambiental del Estado, por lo que refiere que, contrario a lo que resolvió la Segunda Sala Unitaria, con lo anterior si dio cumplimento a lo establecido en el artículo 127, de la Ley Ambiental del Estado
 y 47, fracción III, del Reglamento de la Ley Ambiental.
Estos conceptos de agravio devienen inoperantes, para demostrar tal calificativa y como resultado de un estudio del considerando relativo de la sentencia recurrida a que se hace referencia en estos agravios, se conviene que el apelante parte de una premisa falsa, toda vez que el A quo no analizó la legalidad y validez de la licencia de uso de suelo en mención, ni estableció que fuera obligación de la Secretaría de Ecología y Gestión Ambiental pronunciarse al respecto, si no que razonó que en efecto la Secretaría de Ecología y Gestión Ambiental carecía de atribuciones para pronunciarse sobre la legalidad y validez de una licencia de uso del suelo, al no ser parte de sus funciones públicas el control de legalidad de actos de la administración municipal; sin embargo, de acuerdo a lo establecido en el artículo 47, fracción III, del Reglamento de la Ley Ambiental del Estado de San Luis Potosí en Materia de Evaluación de Impacto Ambiental y Riesgo, si tenía la obligación de pronunciarse, sobre si a su juicio, la obra y/o actividad objeto de la evaluación de impacto ambiental solicitada, era acorde a las diversas disposiciones legales aplicables, como lo son la Ley Ambiental del Estado de San Luis Potosí, el Reglamento de la Ley Ambiental del Estado de San Luis Potosí en Materia de Evaluación de Impacto Ambiental y Riesgo, las normas oficiales mexicanas, las normas técnicas ecológicas estatales, así como los planes y programas de ordenamiento ecológico y de desarrollo urbano y demás disposiciones legales y reglamentarias.

En específico, si la obra y/o actividad objeto de la evaluación de impacto ambiental solicitada, era acorde al Plan del Centro de Población Estratégico de San Luis Potosí Soledad de Graciano Sánchez vigente, puesto que señaló, se trata de un plan en materia de desarrollo urbano de acuerdo a lo que dispone el artículo 27, fracción V, de la Ley de Desarrollo Urbano del Estado de San Luis Potosí
; lo anterior como parte de la debida fundamentación y motivación, así como la exhaustividad y congruencia de todo acto de autoridad.
De ello deviene, también lo inoperante de los disensos en cuestión cuyos planteamientos deben desestimarse porque por una parte resultan afirmaciones que repiten argumentos que ya se estudiaron y se resolvieron en la primera instancia; tratándose de un argumento reiterativo y no de un agravio expuesto con razonamiento propio, ni se advierte de su contenido alguna encaminada a combatir el fondo de los motivos aducidos en la resolución apelada, relativas a que no se realizó un estudio respecto al cumplimiento de la condicionante 5.10 en la evaluación de impacto ambiental de fecha trece de junio de dos mil dieciocho emitida por la Secretaría de Ecología y Gestión Ambiental del Estado, atendiendo a las disposiciones legales conducentes, en particular el artículo 47 del Reglamento de la Ley Ambiental del Estado de San Luis Potosí en Materia de Evaluación de Impacto Ambiental y Riesgo; ni para desestimar la ilegalidad de las consideraciones en que se sustentó el fallo. 

En lo relativo a los agravios enunciados con las letras c, k, l, m, n, o, t y x, análoga calificación merecen, pues se trata de afirmaciones generales que resultan ambiguas e inciertas, toda vez que en ellos refiere consideraciones muy generales que hace sobre la sentencia recurrida sin concretar un argumento lógico jurídico para analizarse; en forma muy ambigua señala que la sentencia carece de congruencia y exhaustividad, porque no se efectuó un examen detallado de los puntos litigiosos, que únicamente se pronunció respecto de las pruebas ofrecidas por la parte actora y no respecto de su contestación de demanda, que el A quo trasgredió el artículo 16 de la Constitución Federal, en relación con el artículo 249, fracción II, del Código de la materia, y articulo 5, fracciones I y II, de la Ley de Procedimientos Administrativos del Estado y Municipios, al no estar fundada y motivada la resolución apelada, y que al no contar con los medios de convicción necesarios, el juzgador tenía la potestad legal de allegarse oficiosamente de ellos para conocer la verdad sobre los puntos litigiosos.
En efecto, si bien es cierto que no se exige en la formulación de los agravios que guarden un apego estricto a la forma del silogismo, sino que basta con que se exprese con claridad la causa petendi, ello no exime al recurrente de señalar cual es la lesión que le causa el acto apelado y los motivos que la originaron, pues si no lo hace, la resolución que se dicte se tornaría oficiosa, lo que equivaldría a suplir la deficiencia de la queja, que en el caso es improcedente.
Son características de un agravio: precisar cuál es la parte de la sentencia que  lo causa; citar el precepto legal violado; demostrar dicha transgresión con razonamientos lógico-jurídicos idóneos y citar  las leyes, doctrinas y jurisprudencias en apoyo a los argumentos expuestos.
Los agravios que se analizan se limitan a asentar que la sentencia recurrida carece de congruencia y exhaustividad, además de no estar fundada y motivada, pero no indican en forma concreta la parte o partes del fallo apelado que son omisas en cumplir con tales requisitos, por lo que esta Alzada está impedida de realizar un estudio oficioso al respecto, por no encontrarse el presente caso en alguna de las hipótesis de excepción al principio de estricto derecho, como sería una  manifiesta violación de la ley, que evidencia una transgresión en forma clara y patente.
Esto es, que no basta la mención genérica de un tema que en vía de agravio se haga valer para que este Tribunal de Alzada tenga que realizar un pronunciamiento de fondo; sino era indispensable, como ya se  asentó, que el apelante hubiera indicado en forma concreta exponiendo el motivo de la infracción legal que le imputa al A quo, exponiendo fundamentos, razones o argumentos, además de que no combate el fondo del fallo natural, limitándose a realizar afirmaciones sin sustento o conclusiones no demostradas, por lo cual no puede considerarse como un verdadero razonamiento.
Los agravios tendientes a combatir una resolución no deben limitarse a señalar los elementos que existen para considerar injustificados los considerandos de la sentencia o establecer cuales preceptos omitió el juzgador, sino refutar debidamente las consideraciones que se vertieron para concluir el sentido de la resolución. El Tribunal de Alzada solo debe pronunciarse respecto de las cuestiones que en vía de agravio le sometan a su decisión; en caso contrario queda en la imposibilidad de modificar los pronunciamientos consentidos o no combatidos por el recurrente Tantum devolutum quantum apellatum, lo que lleva a concluir que al no existir esas condiciones mínimas, estos agravios se deben calificar como inoperantes e insuficientes.
En apoyo a los anterior, resultan aplicables las tesis jurisprudenciales emitidas por la Segunda Sala de la suprema corte de justicia de la nación y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito, bajo los rubros y textos siguientes:
 “AGRAVIOS INSUFICIENTES.- Cuando en los agravios aducidos por la recurrente no se precisan argumentos tendientes a demostrar la ilegalidad de la sentencia, ni se atacan los fundamentos legales y consideraciones en que se sustenta el sentido del fallo, se impone confirmarlo en sus términos por la insuficiencia de los propios agravios”.

“AGRAVIOS INOPERANTES EN LA REVISIÓN.- Cuando no se advierta una violación manifiesta de la ley que deje sin defensa al recurrente y que no amerite, por tanto, la suplencia de la queja a que se refiere el artículo 76 bis, fracción VI, de la Ley de Amparo, los agravios son inoperantes para los efectos de la revisión, si no se expone argumentación alguna para combatir los fundamentos legales y consideraciones en que se sustenta la sentencia del a quo, ya que el artículo 88 del mismo ordenamiento legal le impone la obligación de expresar los agravios que le cause dicha sentencia que, por tal motivo, se impone confirmar en todas sus partes” 

Por último, la recurrente en los agravios señalados con las letras u, v y w, en síntesis refiere que la Sala de origen le resto valor probatorio al acta de verificación de nueve de julio de dos mil dieciocho, en la cual constató el cumplimiento de las condicionantes y le sirvió como base para resolver la evaluación de impacto ambiental.
Agravio que es de considerarse inoperante, por basarse en premisas falsas, ello es así, porque contrariamente a lo que aduce, la resolutora no analizó el contenido del acta de verificación de nueve de julio de dos mil dieciocho de la que hace referencia, al no existir un pronunciamiento de fondo respecto al cumplimiento o incumplimiento de las condicionantes, pues la ilegalidad detectada por la Segunda Sala se concretó en que la autoridad demandada había realizado un estudio deficiente del cumplimiento de las condicionantes 5.1 numerales 3, 4, 5, 9, 11, 12, 13, 14, 17, 20, 22, 24; 5.3, 5.5, 5.6, 5.8, 5.9, 5.11, 5.15, 5.17, y 5.20, puesto que dijo, se limitó a reseñar lo establecido en dicha acta de visita de verificación; empero, no analizó una a una las condicionantes, y la forma en que se acreditó el cumplimiento, y no estableció de una manera fundada y motivada, porqué a juicio de esa autoridad se encontraba cumplida o no cumplida cada una de las referidas condicionantes.

Por tanto, la A quo arribó a la conclusión que no tenía materia para efectuar un pronunciamiento sobre el cumplimiento de las referidas condicionantes 5.1 numerales 3, 4, 5, 9, 11, 12, 13, 14, 17, 20, 22, 24; 5.3, 5.5, 5.6, 5.8, 5.9, 5.11, 5.15, 5.17, y 5.20, pues de hacerlo sustituiría a la autoridad demandada en el ejercicio de sus atribuciones, por lo que se actualizaba la causa de ilegalidad prevista en el artículo 250, fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí que se refiere al incumplimiento de requisitos formales, en razón de que la fundamentación y motivación expuesta en el acto impugnado había resultado insuficiente y carente de exhaustividad.

Por lo que es de concluirse que el apelante parte de premisas falsas pues la Sala de origen no se pronunció de fondo sobre el cumplimiento o incumplimiento de dichas condicionantes. 
El criterio aquí sustentado tiene su apoyo en la siguientes Tesis Jurisprudenciales:
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN INOPERANTES. LO SON AQUELLOS QUE TIENEN COMO SUSTENTO UN POSTULADO NO VERÍDICO [APLICACIÓN ANALÓGICA DE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 108/2012 (10a.)]. La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia en cita, determinó que los agravios cuya construcción parte de premisas falsas son inoperantes, ya que a ningún fin práctico conduciría su estudio pues, al partir de una suposición no verdadera, su conclusión es ineficaz para obtener la revocación de la sentencia recurrida; principio que aplica a los conceptos de violación cuyo sustento es un postulado que resultó no verídico; de ahí que sea ocioso su análisis y, por ende, merecen el calificativo de inoperantes.”

“AGRAVIOS INOPERANTES. LO SON AQUELLOS QUE SE SUSTENTAN EN PREMISAS FALSAS. Los agravios cuya construcción parte de premisas falsas son inoperantes, ya que a ningún fin práctico conduciría su análisis y calificación, pues al partir de una suposición que no resultó verdadera, su conclusión resulta ineficaz para obtener la revocación de la sentencia recurrida”.

En ese orden, toda vez que los agravios resultaron inoperantes, procede confirmar en la materia de la apelación la sentencia definitiva de veinticinco de febrero de dos mil veinte, pronunciada por la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, al resolver el juicio contencioso *********/2018/2 y su acumulado *********/2018/1.

Por último, con apoyo en lo dispuesto por el artículo 22, fracción II,
 del Reglamento Interior de este Tribunal se habilita al licenciado Juan Carlos Romero Oviedo, para que lleve a cabo la notificación de la presente resolución.

Por lo anteriormente expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 152, 153 y 154 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y se:
RESUELVE

PRIMERO. ÚNICO. Se confirma la sentencia apelada de veinticinco de febrero de dos mil veinte, pronunciada por la Segunda Sala Unitaria, en el juicio contencioso administrativo *********/2018/2 y su acumulado *********/2018/1, de acuerdo a las consideraciones y fundamentos precisados en el último considerando de esta resolución.

Notifíquese con testimonio de esta resolución de manera personal a los actores ********* y *********, a la tercero interesada ********* y por oficio a la autoridad demandada; remítanse los autos a la Sala de su origen; procédase a realizar las anotaciones respectivas en el Libro de Gobierno y la captura de datos en el Sistema de Control Electrónico de Expedientes Jurisdiccionales (SICEEJURIS); y en su oportunidad archívese el Toca como asunto concluido.
Así lo resolvió y firma el Magistrado de la Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa Licenciado Claudio Alberto Alvarado Barragán, quien actúa de forma legal asistido de la Licenciada Teresa de Jesús Molina Aguiñaga, Secretaria Jurisdiccional conforme a lo dispuesto por los artículos 18 fracción I en relación con el 20 fracción X del Reglamento Interior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa
, que autoriza y da fe. Rúbricas.

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí y 3 fracción VIII y IX, 4 y 29 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de los Sujetos Obligados del Estado de San Luis Potosí. 
� “ARTÍCULO 152 


[…]


El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”


� Fojas 60 y 61 del Toca.





� Foja 110 del toca.


�“ARTÍCULO 154. …


La Sala Superior del Tribunal, dará vista a las partes para que en el término de tres días hábiles, manifiesten lo que a su derecho convenga; vencido este término se procederá a resolver con los elementos que obren en autos.”


� Foja 47 del toca.


� Quedando debidamente notificadas según constancias que obran agregadas a fojas 112 A 114 del toca.


� Foja 115 del toca.


� “ARTÍCULO 249. Las sentencias que emitan las Salas, deberán de contener: 


I. La fijación clara y precisa de los puntos controvertidos, la exposición de las razones por las que, en su caso, se haga uso de la facultad para suplir la deficiencia de la queja, así como el examen y valoración de las pruebas que se hayan rendido; 


II. La exposición debidamente fundada y motivada de las consideraciones en que se basa la resolución, y 


III. Los puntos resolutivos, los que expresarán los actos o resoluciones cuya validez se reconozca o cuya nulidad se declare.


ARTÍCULO 250. Se declarará que un acto administrativo es ilegal cuando se demuestre alguna de las siguientes causales: 


I. Incompetencia del funcionario que lo haya dictado u ordenado, o tramitado el procedimiento del que deriva dicha resolución; 


II. Omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnad a, inclusive la ausencia de fundamentación o motivación, en su caso; 


III. Vicios del procedimiento que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnada; 


IV. Si los hechos que lo motivaron no se realizaron, fueron distintos o se apreciaron en forma equivocada, o bien si se dictó en contravención de las disposiciones aplicables o se dejaron de aplicar las debidas, y 


V. Cuando la resolución administrativa dictada en ejercicio de facultades discrecionales, no corresponda a los fines para los cuales la ley confiera dichas facultades 


La Sala podrá hacer valer de oficio, por ser de orden público, la incompetencia de la autoridad para dictar la resolución impugnada y la ausencia total de fundamentación o motivación en dicha resolución.” 





� ARTÍCULO 156. El recurso de apelación tendrá por objeto revocar, modificar o confirmar la sentencia emitida por la Sala Unitaria de que se trate. 


[…]


Se suplirá la deficiencia de los agravios del particular apelante, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados. […]”





�  Registro digital: 240057 Instancia: Tercera Sala Séptima Época Materias(s): Común Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Volumen 205-216, Cuarta Parte, página 203 Tipo: Jurisprudencia: “LEGITIMACION, ESTUDIO OFICIOSO DE LA. La falta de legitimación de alguna de las partes contendientes constituye un elemento o condición de la acción que, como tal, debe ser examinada aun de oficio por el juzgador.”


� Fojas 490-495 de las copias certificadas del expediente de origen.


� “ARTÍCULO 220. La representación de las autoridades corresponderá por regla general a las unidades administrativas encargadas de su defensa jurídica, según lo dispongan las normas jurídicas aplicables. Podrán también, por medio de oficio acreditar delegados que concurran a las audiencias con facultades para rendir pruebas y alegar.


Cuando la personalidad de la autoridad conste en el Periódico Oficial del Estado, bastará que se indique la fecha de su publicación.


En los demás casos, la personalidad de la autoridad demandada, se acreditará con la copia certificada del nombramiento conferido.”


� ARTÍCULO 153. El recurso de apelación se promoverá mediante escrito, dentro de los quince días hábiles siguientes a aquél en que surta sus efectos la notificación de la resolución que se recurre.





� Fojas 130-133 de las copias certificadas del expediente de origen.





� Fojas 263-266 de las copias certificadas del expediente de origen.


� “Artículo 47. Una vez concluida la evaluación de la Manifestación de Impacto Ambiental, la SEGAM deberá emitir en forma fundada y motivada, la resolución correspondiente en la que podrá: (…)


III. Negar la autorización solicitada, cuando:


a) La solicitud sea contraria a lo establecido en la Ley, este reglamento, las normas oficiales mexicanas, las normas técnicas ecológicas estatales, los planes y programas de ordenamiento ecológico y de desarrollo urbano y demás disposiciones legales y reglamentarias aplicables;


b) Los métodos y procedimientos utilizados no se ajusten a las disposiciones técnicas establecidas en sistemas de estandarización aprobados y publicados;


c) La obra o actividad afecte a la población en su salud o una o más especies amenazadas o en peligro de extinción, o a las zonas intermedias de salvaguarda y elementos que contribuyen al ciclo hidrológico, o a algún o algunos ecosistemas en particular, o


d) Exista falsedad en la información presentada por los promoventes, respecto de los impactos ambientales de la obra o actividad de que se trate. (…)


� Fojas 40 a 53 del escrito de apelación.


� Registro digital: 2011406 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Décima Época Materias(s): Común Tesis: (IV Región)2o. J/5 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 29, Abril de 2016, Tomo III, página 2018 Tipo: Jurisprudencia “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PROCEDE SU ANÁLISIS DE MANERA INDIVIDUAL, CONJUNTA O POR GRUPOS Y EN EL ORDEN PROPUESTO O EN UNO DIVERSO. El artículo 76 de la Ley de Amparo, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 2 de abril de 2013, en vigor al día siguiente, previene que el órgano jurisdiccional que conozca del amparo podrá examinar en su conjunto los conceptos de violación o los agravios, así como los demás razonamientos de las partes, a fin de resolver la cuestión efectivamente planteada, empero, no impone la obligación a dicho órgano de seguir el orden propuesto por el quejoso o recurrente, sino que la única condición que establece el referido precepto es que no se cambien los hechos de la demanda. Por tanto, el estudio correspondiente puede hacerse de manera individual, conjunta o por grupos, en el propio orden de su exposición o en uno diverso.” 


� Publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVIII, septiembre de 2008, página 144, registro digital 169004.


� Consultable en la página 845 cinco del tomo XI, marzo de 2000, Materia Común, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época.


� “ARTICULO 127. Al realizar la evaluación del impacto ambiental, la autoridad competente se sujetará, entre otros aspectos, a lo que establezcan los programas de ordenamiento ecológico del territorio, a los programas de desarrollo urbano, a las declaratorias de áreas naturales protegidas, sus programas de manejo, a las normas aplicables y las demás disposiciones jurídicas que resulten aplicables.”


 “Artículo 47. Una vez concluida la evaluación de la Manifestación de Impacto Ambiental, la SEGAM deberá emitir en forma fundada y motivada, la resolución correspondiente en la que podrá: (…)


III. Negar la autorización solicitada, cuando:


a) La solicitud sea contraria a lo establecido en la Ley, este reglamento, las normas oficiales mexicanas, las normas técnicas ecológicas estatales, los planes y programas de ordenamiento ecológico y de desarrollo urbano y demás disposiciones legales y reglamentarias aplicables;


b) Los métodos y procedimientos utilizados no se ajusten a las disposiciones técnicas establecidas en sistemas de estandarización aprobados y publicados;


c) La obra o actividad afecte a la población en su salud o una o más especies amenazadas o en peligro de extinción, o a las zonas intermedias de salvaguarda y elementos que contribuyen al ciclo hidrológico, o a algún o algunos ecosistemas en particular, o


d) Exista falsedad en la información presentada por los promoventes, respecto de los impactos ambientales de la obra o actividad de que se trate.


La resolución que dicte la SEGAM tendrá el carácter de no vinculatoria y se expedirá sin perjuicio de las autorizaciones y permisos que otras autoridades deben requerir sean tramitadas.”





� “ARTICULO 27. La planeación del ordenamiento territorial de los asentamientos humanos y el desarrollo urbano de las regiones, municipios y centros de población, se llevarán a cabo mediante los planes siguientes: (…)


V. Los Planes de Centro de Población Estratégico; (…)” 





� Séptima Época: Registro: 239187: Instancia: Segunda Sala: Tipo de Tesis: Jurisprudencia: Fuente: Semanario Judicial de la Federación: Volumen 12, Tercera Parte : Materia(s): Común: Tesis:  Página: 70. 


� Época: Novena Época: Registro: 191376: Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito: Tipo de Tesis: Jurisprudencia: Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta: Tomo XII, Agosto de 2000: Materia(s): Común: Tesis: VI.2o.C. J/191: Página: 1034 





� Registro digital: 2008226 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Décima Época; Materias(s): Común Tesis: XVII.1o.C.T. J/5 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 14, Enero de 2015, Tomo II, página 1605 Tipo: Jurisprudencia





� Registro digital: 2001825 Instancia: Segunda Sala; Décima Época Materias(s): Común; Tesis: 2a./J. 108/2012 (10a.) Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Libro XIII,  Octubre de 2012, Tomo 3, página 1326 Tipo: Jurisprudencia


“ARTÍCULO 22.- Las funciones inherentes de los oficiales jurisdiccionales son:  (…)


II. Colaborar al desahogo de las actuaciones, notificaciones y demás diligencias necesarias para la integración de expedientes que corresponden a la Sala;”


� “Artículo 18. Además de las funciones establecidas en el artículo 52 de la Ley, los secretarios de acuerdos tendrán las siguientes:


I. Dar fe y certificar los actos que realiza el titular y autenticar todos los hechos jurídicos de importancia para los juicios de que conoce la Sala; …”


“Artículo 20. Las funciones inherentes a los secretarios jurisdiccionales son: …


X. Suplir en sus facultades a los Secretarios de Acuerdos cuando el Magistrado respectivo lo disponga; y …”
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